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Capítulo primero

EL DISTRITO FEDERAL Y SUS ÓRGANOS 
REPRESENTATIVOS Y LEGISLATIVOS

I. El federalismo mexicano 
y el Distrito Federal

1. Introducción

Desde luego, no es el presente un trabajo sobre el sistema federal mexicano; 
sin embargo, abordar, aunque sea panorámicamente dicho tema es obligado 
para un texto que analizará cómo fue y bajo qué circunstancias el Distrito 
Federal dejó de ser tal para convertirse en la Ciudad de México, y cómo, 
a la par de dicha transformación, evolucionaron, también, los órganos de 
representación.

Frente a la anterior premisa, abordaremos en este capítulo la situación 
que llevó a nuestro país a constituirse como un Estado federal, para así en-
tender la razón de ser del Distrito Federal y la consecuente falta de un ór-
gano de representación ciudadana, innecesario en un momento y contexto 
histórico determinado. El anterior acercamiento nos servirá también para 
comprender la evolución que sufrió dicho Distrito hasta convertirse en algo 
más parecido a una entidad federativa, integrante de nuestro sui géneris 
Estado federal.

2. La regulación del sistema federal mexicano. 
Esbozo de tres Constituciones federales

Es preciso contextualizar el tema del federalismo, pues éste, recogido 
ya en la Constitución de 1824, tiene sus antecedentes en el Acta de Casa 
Mata, aunque no lo parezca, como diría José Barragán;2 dicho documento 

2		  Principios sobre el federalismo mexicano: 1824, México, Departamento del Distrito Federal, 
1984, pp. 15 y ss.
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fue la respuesta al imperio de Agustín de Iturbide y el golpe de timón hacia 
la República y el establecimiento de un sistema federal, dicho sea de paso, 
nunca exento complicaciones.

3. El iter para la aprobación del artículo 5o. del Acta 
Constitutiva de la Federación Mexicana

Del culmen de la rebelión suscrita en Casa Mata, que se traduce en un 
ultimátum al emperador Agustín de Iturbide, se desprenden diversos suce-
sos, que es necesario tener presentes cuando se alude al federalismo mexica-
no. En primer lugar, los generales firmantes del Acta le imponen al empe-
rador la necesidad de reinstalar el Congreso para convocar a un Congreso 
Constituyente; comenzando así las proclamas de soberanía e independencia 
de varias provincias, la integridad del territorio se encontraba en el centro 
del problema, y éste no era un tema menor. Los acontecimientos militares y 
políticos que se suceden en la conjura de Veracruz y los postulados de dicha 
Acta irán dándole una nueva fisonomía a la incipiente nación mexicana.

Once fueron los puntos de Casa Mata suscritos por Echávarri y 34 ofi-
ciales más,3 según reza el proemio:

Los señores generales de división, jefes de cuerpos sueltos y oficiales del Esta-
do Mayor, y uno por clase del ejército, reunidos en el alojamiento del general 
en jefe para tratar sobre la toma de Veracruz, y de los peligros que amenazan 
a la patria por la falta de representación nacional, único baluarte que sostiene 
la libertad civil; después de haber discutido extremadamente sobre su felici-
dad con presencia del voto general, acordamos en este día lo siguiente:

Art. 1o. Siendo inconcuso que la soberanía reside exclusivamente en la 
nación, se instalará el Congreso a la mayor brevedad posible.

Art. 2o. La convocatoria para las nuevas Cortes se hará bajo las bases 
prescriptivas para las primeras.

3		  Por el Regimiento de Infantería núm. 10, Simón Rubio, Vicente Neri Ibarbosa, Luis de 
la Portilla, Manuel M. Hernández, José M. González Arévalo. Por el núm. 7, Andrés Rangel, 
Antonio Morales. Por el núm. 5, Mariano García Rico, Rafael Rico, José Antonio Heredia, 
Rafael de Ortega. Por el núm. 2, José Sales, José Antonio Valenzuela, Juan B. Morales, Juan 
de Andonaeilli. Por los granaderos de infantería, Joaquín Sánchez Hidalgo. Por la artillería, 
Francisco J. Berna. Por el 12 de caballería, José de Campo. Por el 1o., José M. Jeal, Esteban de 
la Mora, Anastasio Bustamante, Juan N. Aguilar Tablada. Por el 1o., Manuel Gutiérrez, Lu-
ciano Muñoz, Ventura Mora, Francisco Montero. Mayor de órdenes de la izquierda, Andrés 
Martínez. Ídem de la derecha, Rafael de Ortega. Ídem del Ejército, José M. Travesí. Jefe suelto, 
Juan Araño. Jefe del centro, Juan José Codallos. Ídem de la izquierda, Luis de Cortazar. Idem 
de la derecha, José M. Lobato. General del Ejército, José Antonio de Echávarri.
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Art. 3o. Respecto a que entre los señores diputados que formaron el ex-
tinguido Congreso, hubo algunos que por sus ideas liberales y firmeza de ca-
rácter se hicieron acreedores al aprecio público, al paso que otros no corres-
pondieron debidamente a la confianza que en ellos se depositó, tendrán las 
provincias la libre facultad de reelegir los primeros, y substituir a los segundos 
con sujetos más idóneos para el desempeño de sus arduas obligaciones.

Art. 4o. Luego que se reúnan los representantes de la nación, fijarán su 
residencia en la ciudad o pueblo que estimen por más conveniente para dar 
principio a sus sesiones.

Art. 5o. Los cuerpos que componen este ejército, y los que sucesivamente 
se adhieran, ratificarán el solemne juramento de sostener a toda costa a la 
representación nacional y todas sus decisiones fundamentales.

Art. 6o. Los jefes, oficiales y tropa, que no estén conformes con sacrificarse 
por el bien de la patria, podrán trasladarse adonde les convenga.

Art. 7o. Se nombrará una comisión, que con copia del Acta marche a la 
capital del imperio a ponerla en manos de S. M. el Emperador.

Art. 8o. Otra comisión con igual copia a la plaza de Veracruz a proponer 
al gobernador y corporaciones de ella, lo acordado por el ejército para ver si 
se adhieren o no a él.

Art. 9o. Otra de los cuerpos dependientes de este ejército, que se halla 
sitiando al Puente y en las villas.

Art. 10. En el ínterin contesta el supremo gobierno con la presencia de lo 
acordado por el ejército, la diputación provincial de esta provincia será la que 
delibere en la parte administrativa, si aquella resolución fuese de acuerdo con 
la opinión.

Art. 11. El ejército nunca atentará contra la persona del Emperador, pues 
lo contempla decidido por la representación nacional; aquél se situará en las 
villas, o en donde las circunstancias lo exijan, y no se desmembrará por pre-
texto alguno hasta que lo disponga el soberano Congreso, atendiendo a que 
será el que lo sostenga en sus deliberaciones.

El primer dato que, a nuestro juicio, debe destacarse es que en dicha 
Acta los generales, destacados en diversos territorios, “vencen” a Iturbide, 
ya que son los que le imponen sus condiciones al emperador, esperando que 
una de las primeras consecuencias sea que el país no se divida (resquebraje), 
y con ello, queriéndolo o no, se está preparando el camino a la instauración 
de un nuevo sistema político, que más tarde, no mucho, se concretará en el 
régimen federal.

Lo que vendrá después será la reinstalación del Congreso, que había 
sido disuelto por la fuerza, para pasar a la autodisolución del mismo, resul-
tado de las intrigas, la desconfianza y la convocatoria de un nuevo Congre-
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so, al que le imponen su idea federalista, en el preámbulo que llevará a la 
redacción del artículo 5o. del Acta Constitutiva.

El 7 de noviembre de 1823 se instauró el segundo Congreso Constitu-
yente mexicano; el 20 de ese mismo mes se presentó el proyecto de Acta 
Constitutiva de la Nación Mexicana por la Comisión de Constitución; el 3 
de diciembre se inició la discusión de dicho proyecto, y el 11 de ese mismo 
mes se discutió la parte relativa a la soberanía y se inició la discusión del 
proyecto del artículo 5o. del Acta, que afirmaba: “La nación adopta para 
su gobierno la forma de república representativa popular federal”. Dos días 
después, Servando Teresa de Mier pronunciaría su célebre discurso sobre 
“Las profecías”,4 y el día 16 de ese último mes de 1823 se votó el artículo 
5o., que fue aprobado por unanimidad; el día 19 se discutió y se aprobó el 
contenido del artículo 6o. relativo a los estados integrantes de la Federación, 
y posteriormente, el día 30, la creación del Senado; discusiones y aprobacio-
nes, ambas, íntimamente vinculadas con el sistema federal.

4. El federalismo en la Constitución de 1824

Con base en estos antecedentes, el Constituyente de 1824 regula en el 
título VI “De los estados de la Federación”, artículos 157 a 162, tres aspec-
tos muy importantes, que se dividen en igual número de secciones, y que 
son: 1) el gobierno particular de los estados; 2) las obligaciones de éstos, y 3) 
las restricciones a los poderes de los estados.

Sobre el gobierno particular de los estados, la Constitución establece la 
misma fórmula de la división tripartita del poder en Ejecutivo, Legislativo 
y Judicial, señalando la prohibición de que dos o más de ellos no podrán 
unirse en una corporación o persona, ni el Legislativo en un solo individuo.

El Legislativo en cada estado residiría en una legislatura compuesta por 
el número de individuos que determinaran sus Constituciones particulares, 
electos popularmente, y amovibles en el tiempo y modo que ellas dispusie-
ran. Con relación al Ejecutivo deja abierta la posibilidad de que éste sea 
colegiado, al señalar que la persona o personas a quienes los estados con-
fiaren su Poder Ejecutivo, no podrá ejercerlo sino por determinado tiempo, 
que fijará su Constitución respectiva. Con respecto al Poder Judicial de cada 
estado, este se ejercerá, señaló el Constituyente, por los tribunales que es-

4		  Mier, en este célebre discurso, se opone al sistema federal y mantiene la idea de un 
gobierno republicano central o al menos federalismo templado. Ese día pide al Congreso 
alargar una hora la sesión para pronunciar su famoso discurso. No obstante este pronuncia-
miento, Servando Teresa de Mier juró y firmó el Acta Constitutiva.
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tablezca o designe la Constitución; y “todas las causas civiles o criminales 
que pertenezcan al conocimiento de estos tribunales serán fenecidas en ellos 
hasta su última instancia y ejecución de la última sentencia”.5

En el ámbito de las obligaciones de cada uno de los estados, el Consti-
tuyente estableció las directrices siguientes:

1o.	 Organizar su gobierno y administración interior sin oponerse a la Consti-
tución ni al Acta Constitutiva.

2o.	 Publicar por medio de sus gobernadores su respectiva Constitución, leyes 
y decretos.

3o.	 Guardar y hacer guardar la Constitución y leyes generales de la Unión, y 
los tratados hechos o que en adelante se hicieren por la autoridad supre-
ma de la Federación, con alguna potencia extranjera.

4o.	 Proteger a sus habitantes en el uso de la libertad que tienen de escribir, 
imprimir y publicar sus ideas políticas sin necesidad de licencia, revisión o 
aprobación anterior a la publicación; cuidando siempre de que se obser-
ven las leyes generales de la materia.

5o.	 Entregar inmediatamente los criminales de otros estados a la autoridad 
que los reclame.

6o.	 Entregar los fugitivos de otros estados a las personas que justamente los 
reclame, o compelerlos de otro modo a la satisfacción de la parte intere-
sada.

7o.	 De contribuir para consolidar y amortizar las deudas reconocidas por el 
Congreso General.

8o.	 De remitir anualmente a cada una de las cámaras del Congreso General 
nota circunstanciada y comprensiva de los ingresos y egresos de todas las 
tesorerías que haya en sus respectivos distritos, con relación del origen de 
unos y otros; del estado en que se hallen los ramos de industria agrícola, 
mercantil y fabril; de los nuevos ramos de industria que puedan introdu-
cirse y fomentarse, con expresión de los medios para conseguirlo; y de su 
respectiva población y modo de protegerla o aumentarla.

9o.	 De remitir a las dos cámaras y en sus recesos al Consejo de Gobierno, y 
también al Supremo Poder Ejecutivo copia autorizada de sus constitucio-
nes, leyes y decretos.

Con relación a las restricciones de los poderes de los estados, el Consti-
tuyente señaló que ninguna de estas podría

1o.	 Establecer sin el consentimiento del Congreso General derecho alguno de 
tonelaje ni otro alguno de puerto.

5		  Artículo 160.
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2o.	 Imponer sin consentimiento del Congreso General contribuciones o de-
rechos sobre importaciones o exportaciones, mientras la ley no regulara 
cómo debían hacerlo.

3o.	 Tener en ningún tiempo tropa permanente ni buques de guerra sin el con-
sentimiento del Congreso General.

4o.	 Entrar en transacción con alguna potencia extranjera, ni declararle gue-
rra, debiendo resistirle en caso de actual invasión, o en tan inminente pe-
ligro que no admita demora; dando inmediatamente cuenta en estos casos 
al presidente de la República.

5o.	 Entrar en transacción o contrato con otros estados de la Federación, sin el 
consentimiento previo del Congreso General, o su aprobación posterior, 
si la transacción fuere sobre arreglo de límites.

Además de la anterior regulación, el Constituyente consagró en la sec-
ción quinta (artículos 47 a 50) del título tercero, relativo al Poder Legislativo, 
como una facultad exclusiva del Congreso General, regulada en el artículo 
50 fracciones XXVIII y XXIX, lo siguiente:

XXVIII. Elegir un lugar que sirviera de residencia a los supremos poderes 
de la Federación y ejercer en su distrito las atribuciones del Poder Legisla-
tivo de un Estado.

XXIX. Variar esta residencia cuando lo juzgue necesario.

La anterior es la fórmula lacónica a la que recurrió el Constituyente de 
1824 para dar vida al que más tarde sería el Distrito Federal, y regularía 
mediante decreto, como veremos más adelante.

Este es el primer sistema federal que conocieron nuestros textos cons-
titucionales y que mutatis mutandis ha llegado hasta nuestros días. La inge-
niería constitucional que concibió el Constituyente de 1824 plasmó este sis-
tema teniendo una evidente e innegable referencia de los Estados Unidos 
de América.6 Sobre el particular, José Vasconcelos advirtió que no hay que 
perder de vista el contexto histórico en el que se discutieron y aprobaron 
tanto el Acta Constitutiva de la Federación como la propia Constitución 
Federal, en el sentido de no desvincularlos del discurso del presidente de 
Estados Unidos James Monroe ante su Congreso el 2 de diciembre de 1823, 
en el que afirmó: “Los Estados Unidos no admitirán ninguna empresa de 

6		  Emilio O. Rabasa sostiene que se trataba de establecer un régimen que rompiera 
con el pasado, siguiendo las ideas de las revoluciones francesa y estadounidense y de la 
Ilustración. Cfr. El pensamiento político del constituyente de 1824, México, UNAM, 1986, pp. 98 
y ss.
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colonización que en los continentes americanos intente cualquiera de las 
potencias de Europa”.7 La conocida doctrina Monroe, que suele sintetizarse 
con la frase de “América para los americanos”. El primer paso estaba dado 
en México con la inclusión en su Constitución de un régimen federal igual 
al de los estadounidenses.

Si el Acta Constitutiva de la Federación vio la luz el 31 de enero, y la 
Constitución Federal, el 4 de octubre, el decreto por el cual se estableció 
la residencia de los supremos poderes de la Federación, esto es, el Distrito 
Federal, se expidió el 18 de noviembre de 1824, año de grandes definicio-
nes para la consolidación de nuestro país. Dicho decreto señalaba como re-
sidencia de tales poderes a la ciudad de México, en un radio de dos leguas 
cuyo centro sería la plaza mayor de la ciudad.

Los debates sobre la creación del Distrito Federal revelan que dentro 
del grupo conservador existían discrepancias; por un lado, los conservado-
res, encabezados por el diputado Juan María Becerra, votaron en contra de 
la anterior regulación, pues consideraban que dicho término era liberal y 
federalista y, en consecuencia, contrario a su ideología; pero, por otro lado, 
el grupo que dirigía Lucas Alamán, a la postre ministro de Relaciones Exte-
riores, se pronunció en favor de dicho Distrito.8

Del lado de los liberales los debates revelan que diputados como Miguel 
Ramos Arizpe, Valentín Gómez Farías, Juan Ignacio Godoy, Tomás Vargas, 
entre otros, suscribieron el dictamen favorable al establecimiento de los su-
premos poderes de la nación en un Distrito Federal, ubicado en Querétaro, 
lo que era doblemente federal y liberal por el concepto mismo de distrito fe-
deral y por ubicarse fuera de la metrópoli; pero terminaron votando a favor 
de su establecimiento en la ciudad de México. Por tanto, se puede afirmar 
que la creación del Distrito Federal fue una concesión de ambos lados. La 
ubicación del Distrito Federal a Querétaro era una manifestación en favor 
del federalismo y la descentralización, y la ciudad de México concentraba 
todos los elementos centralizadores de corte conservador.9

Esta figura del Distrito Federal, concebido y regulado en un radio de 
dos leguas, cuyo centro sería la plaza mayor de la ciudad, estuvo vigente sólo 
doce años; esto es, el tiempo que duró la primera República federal, pues 
el 30 de diciembre de 1836, el gobierno centralista dio a conocer la Ley de 
División del Territorio Mexicano en Departamentos, por virtud de la cual 

7		  Vasconcelos, José, Breve historia de México, México, Fernández Editores, 1991, p. 86.
8		  Mc Goman, Gerald, L., El Distrito Federal de dos leguas, o cómo el Estado de México perdió su 

capital, México, El Colegio Mexiquense, 2005, p. 18.
9		  Ibidem, pp. 19 y 20.
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la capital del Departamento de México fue la ciudad de México, y Toluca 
dejó de ser la capital.10

Al restaurarse la República en 1847, también se restauró el Distrito Fe-
deral de un radio de dos leguas cuyo centro sería la plaza mayor de la ciu-
dad; en consecuencia, la ciudad de México volvió a ser la capital federal, y 
los poderes federales se trasladaron a Toluca.

Previo al Constituyente de 1857, el Distrito Federal sufrió otras modi-
ficaciones; la primera, mediante el decreto expedido por Su Alteza Serení-
sima, Antonio López de Santa Anna, el 16 de febrero de 1854, por medio 
del cual amplió las dimensiones del Distrito Federal señalando una división 
de ocho prefecturas interiores y tres prefecturas exteriores.11 Por su parte, el 
presidente interino Juan Álvarez, el 25 de noviembre de 1855, incorporó al 
territorio del Distrito la localidad de Tlalpan, donde fijó su residencia; para 
ese año el Distrito Federal había crecido en 1,173 km2, y contaba con una 
población de 50,000 habitantes.

5. El sistema federal en la Constitución de 1857

El Constituyente de 1856-1857 optó por la forma de Estado federal, re-
tomando las ideas del Constituyente de 1824; así, de igual forma, consagró 
que los estados adoptarían para su régimen interior la forma de gobierno 
republicano, representativo y popular. Los autorizó para arreglar entre sí, 
por convenios amistosos, sus respectivos límites; pero no tendrían efecto esos 
arreglos sin la aprobación del Congreso de la Unión.

Por otra parte, les prohibió: a) celebrar alianza, tratado o coalición con 
otro estado, ni con potencias extranjeras, excepto la coalición que pudieran 
celebrar los estados fronterizos para la guerra ofensiva o defensiva contra 
los bárbaros; b) expedir patentes de corso y de represalias; d) acuñar mone-
da, emitir papel moneda y papel sellado.

Asimismo, tampoco podían, sin consentimiento del Congreso de la 
Unión: 1) establecer derechos de tonelaje ni otro alguno de puerto, ni 
imponer contribuciones o derechos sobre importaciones o exportaciones; 
2) tener en ningún tiempo tropa permanente ni buques de guerra; 3) hacer 
la guerra por sí a alguna potencia extranjera, excepto los casos de invasión 

10		  Dublán, Manuel y Lozano, José María, Legislación mexicana, México, SCJN-Tribunal 
Superior del Estado de México-El Colegio de México-Escuela Libre de Derecho), 2004, t. III, 
p. 253.

11		  Dublán, Manuel y Lozano, José María, Legislación mexicana, cit., t. VII, 1876, pp. 49-51.
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o de peligro tan inminente que no admitiera demora. Estos casos se darían 
cuenta inmediatamente al presidente de la República, estableciendo que los 
poderes de la Unión tenían el deber de proteger a los estados contra toda 
invasión o violencia exterior. En caso de sublevación o trastorno interior, les 
prestarían igual protección, siempre que fueran excitados por la legislatura 
del estado o por su Ejecutivo si aquélla no estuviera reunida.

Esto en cuanto hace a su régimen interno, a las relaciones entre estados 
y a la defensa de éstos. Con relación a determinadas relaciones con la Fe-
deración, se indicaron las obligaciones siguientes: los gobernadores de los 
estados estarían obligados a publicar y hacer cumplir las leyes federales. Del 
mismo modo, cada estado de la Federación estaría obligado a dar entera fe 
y crédito a los actos públicos, registros y procedimientos judiciales de todos 
los otros. El Congreso, por medio de leyes generales, prescribiría la manera 
de probar dichos actos, registros y procedimientos y el efecto de ellos, y tam-
bién tenían la obligación de entregar, sin demora, a los criminales de otros 
estados a la autoridad que los solicitara.

Por otra parte, en un apartado intitulado “Previsiones generales”, el 
Constituyente estableció ciertas reglas, de las cuales algunas aún subsisten, 
como señalar que las facultades que no estuvieran expresamente concedidas 
por la Constitución a los funcionarios federales se entendían reservadas a 
los estados.

Correspondía exclusivamente a los poderes federales ejercer en mate-
rias de culto religioso y disciplina externa, la intervención que designaran 
las leyes. Asimismo, estarían bajo la inmediata inspección de los poderes 
federales los fuertes, cuarteles, almacenes de depósitos y demás edificios ne-
cesarios al gobierno de la Unión. También, abolía las alcabalas y aduanas 
interiores en toda la República desde el 1o. de junio de 1858.

Con relación a los funcionarios públicos, señaló que ningún individuo 
podía desempeñar a la vez dos cargos de la Unión de elección popular; pero 
el nombrado podía elegir entre ambos el que quisiera desempeñar. Nin-
gún pago podría hacerse que no estuviera comprendido en el presupuesto, 
o determinado por ley posterior. Todo funcionario público, sin excepción 
alguna, antes de tomar posesión de su encargo debía prestar juramento de 
guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes que de ella emanaran.

El presidente de la República, los miembros de la Suprema Corte de Jus-
ticia, los diputados, y demás funcionarios públicos de la Federación de nom-
bramiento popular, recibirían una compensación por sus servicios, que sería 
determinada por la ley y pagada por el tesoro federal. Esta compensación no 
sería renunciable, y la ley que la aumentara o la disminuyera no podía tener 
efecto durante el periodo en que un funcionario ejerciera el cargo.
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Tal fue el federalismo que concibió y redactó el Constituyente de 1857, 
muy lacónico y a grandes rasgos, lo que mueve a pensar que en realidad 
el Constituyente de 1824 tuvo, en un momento mucho más complejo, una 
idea más lúcida del Estado federal.

El título II de la Constitución de 1857, integrado por diez preceptos 
repartidos en dos secciones, estuvo dedicado por el Constituyente a dos te-
mas muy importantes; el primero de ellos, la soberanía nacional y la forma 
de gobierno, y la segunda sección la dedicó a las partes integrantes de la 
Federación.

El Constituyente liberal de 1857 recurrió, en el artículo 39, a la forma 
tradicional de entender y redactar el concepto de soberanía en este tipo de 
documentos; de la siguiente manera recoge la fórmula clásica de este con-
cepto “La soberanía nacional reside esencial y originariamente en el pue-
blo. Todo poder público dimana del pueblo y se instituye para su beneficio. 
El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar 
la forma de su gobierno”.

Este es un artículo que, salvo variantes muy pequeñas, continúa igual en 
nuestra Constitución vigente, incluso se corresponde con el número treinta 
y nueve.

En el siguiente precepto, se establece la forma de gobierno como una 
República representativa, democrática y federal, compuesta de estados li-
bres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, pero unidos 
en una Federación establecida según los principios de la propia Constitu-
ción.

Uno de los temas más controvertidos a lo largo del siglo XIX, como fue 
el federalismo, se establece en esta Constitución de una vez y para siempre, 
señalando que el pueblo ejerce su soberanía por medio de los poderes de la 
Unión en los casos de su competencia, y por los de los estados para lo que 
toca a su régimen interior, en los términos respectivamente establecidos por 
la Constitución federal y las particulares de los estados, las que en ningún 
caso podrán contravenir las estipulaciones del pacto federal.12

Con la redacción de estos preceptos se finiquitó uno de los temas más 
controvertidos y polémicos entre centralistas y federalistas; las mismas cláu-
sulas fueron recogidas por el Constituyente de 1917, y prevalecen hasta 
nuestros días. Los Estados Unidos Mexicanos se constituirán, desde enton-
ces, en un Estado federal.

12		  Sobre el proceso evolutivo del Distrito Federal y de sus órganos de representación, 
puede verse Soto Flores, Armando, “El Poder Legislativo del Distrito Federal: Asamblea o 
Congreso Local”, Revista de la Facultad de Derecho de México, mayo-agosto de 1999, t. XLIX, 
núm. 225-226, pp. 203-215.
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Los artículos anteriores fueron complementados por el Constituyente 
en una sección contigua, en la que detalla cómo y qué estados integran la 
Federación. El territorio nacional comprendía el de las partes integrantes de 
estas últimas, además de las islas adyacentes en ambos mares.

Las partes integrantes de la Federación eran los estados de: 1) Aguasca-
lientes, 2) Colima, 3) Chiapas, 4) Chihuahua, 5) Durango, 6) Guanajua-
to, 7) Guerrero, 8) Jalisco, 9) México, 10) Michoacán, 11) Nuevo León y 
Coahuila, 12) Oaxaca, 13) Puebla, 14) Querétaro, 15) 16) San Luis Potosí, 
17) Sinaloa, 18) Sonora, 19) Tabasco, 20) Tamaulipas, 21) Tlaxcala, 22) Va-
lle de México, 23) Veracruz, 24) Yucatán, 25) Zacatecas y el 26) territorio 
de la Baja California. Así, para 1857 la Federación estaba mucho más frag-
mentada por estados que antes formaban parte de amplias regiones.

Pero el Constituyente no se dedicaría sólo a enumerar los estados, sino 
que de alguna manera u otra fijaría límites entre ellos al señalar que los esta-
dos de Aguascalientes, Chiapas, Chihuahua, Durango, Guerrero, México, 
Puebla, Querétaro, Sinaloa, Sonora, Tamaulipas y el Territorio de la Baja 
California conservarían los límites que en ese momento tenían. Los estados 
de Colima y Tlaxcala conservarían, en su nuevo carácter de estados, los lí-
mites que habían tenido como territorios de la Federación.

Por lo que toca al estado de Nuevo León y Coahuila, éste comprende-
ría el territorio que había pertenecido a los dos distintos estados que hoy lo 
forman, separándose la parte de la hacienda de Bonanza, que se reincorpo-
raría a Zacatecas, en los mismos términos en que estaba antes de su incor-
poración a Coahuila.

Los estados de Guanajuato, Jalisco, Michoacán, Oaxaca, San Luis 
Potosí, Tabasco, Veracruz, Yucatán y Zacatecas recobraron la extensión y 
límites que tenían el 31 de diciembre de 1852, con las alteraciones siguien-
tes: el pueblo de Coatepec, que había pertenecido a Guanajuato, se incor-
poraba a Michoacán. La municipalidad de Huatulco, que habían pertene-
cido a Zacatecas, se incorporaba a San Luis Potosí. Las municipalidades 
de Ojo-Caliente y San Francisco de los Adames, que habían pertenecido 
a San Luis Potosí, así como los pueblos de Nueva Tlaxcala y San Andrés 
del Teul, que habían pertenecido a Jalisco, se incorporarían a Zacatecas. 
El departamento de Tuxpan continuaría formando parte de Veracruz. El 
cantón de Huimanguillo, que había pertenecido a Veracruz, se incorpo-
raba a Tabasco.

De esta manera, el Constituyente, casi como un cartógrafo, delineó los 
alcances y límites de las fronteras de todos y cada uno de los veintiséis esta-
dos que integraban, hasta entonces, la Federación mexicana.
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Con relación al tema que nos ocupa, el Constituyente introduce, por 
la vía del artículo 46, el estado del Valle de México, que se formaría del 
territorio que en ese momento comprendía el Distrito Federal;13 pero la 
erección sólo tendría efecto cuando los supremos poderes federales se tras-
ladaran a otro lugar, en concordancia con el artículo 72, fracciones V y VI, 
para “el arreglo interior del Distrito Federal y los Territorios teniendo por 
base el que los ciudadanos elijan popularmente las autoridades políticas, 
municipales y judiciales, designándoles rentas para cubrir sus atenciones 
locales”. La Cámara de Diputados, en sesión del 11 de diciembre de 1900, 
propuso para este punto la siguiente redacción, a iniciativa del Ejecutivo: 
“Para legislar en todo lo concerniente al Distrito Federal y Territorios”, 
que el Senado aprobó.14

6. La Constitución y la Ley de Organización del Distrito 
y Territorios Federales de 1917

En el Constituyente de 1916-1917, el sistema federal no fue un tema 
discutido; puede suponerse que para ese entonces ya había una idea ge-
neralizada de aceptación de este sistema como para cuestionarlo. De igual 
forma que la Constitución de 1857, el Constityente dejó intocado el artículo 
40, en el que se señala como

voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representati-
va, democrática, federal, compuesta de Estados libres y soberanos en todo 
lo concerniente a su régimen interior; pero unidos en una Federación esta-
blecida según los principios de esta ley fundamental.

Donde el Constituyente de Querétaro sí introdujo modificaciones fue 
en la fracción VI del artículo 72, en el que señaló como facultad del Con-
greso de la Unión lo siguiente:

13		  El Constituyente de 1857 discutió el derecho de la metrópoli a tener gobierno propio 
y desechó diversas proposiciones, como que el Distrito Federal tuviera su propia legislatura. 
O bien que fuera un estado más de la Federación instalando sus poderes en un lugar distinto 
de la ciudad de México; también se proponía que la ciudad federal se instalara en Tlalpan. 
La votación de los constituyentes fue en contra de dichas propuestas, lo que impidió que 
coexistieran simultáneamente en la ciudad de México el presidente de la República y el 
gobernador del Valle de México. Cfr. Ochoa Campos, Moisés, Reforma municipal, México, 
Porrúa, 1978, pp. 254 y ss.

14		  Mora-Donatto, Cecilia, Visión panorámica de las Constituciones de México. Anhelos y desafíos 
de una Nación, México, Gobierno del Estado de Guerrero, Centenario de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1917-2017, 2017, p. 204.
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Para legislar en todo lo relativo al Distrito Federal y Territorios, debiendo 
someterse a las bases siguientes:

1a.	 El Distrito Federal y los Territorios se dividirán en Municipalidades, que 
tendrán la extensión territorial y número de habitantes suficiente para 
poder subsistir con sus propios recursos y contribuir a los gastos comunes.

2a.	 Cada Municipalidad estará a cargo de un Ayuntamiento de elección po-
pular directa.

3a.	 El Gobierno del Distrito Federal y los de los Territorios, estarán a cargo 
de Gobernadores que dependerán directamente del presidente de la Re-
pública. El Gobernador del Distrito Federal acordará con el presidente de 
la República y los de los Territorios, por el conducto que determine la ley. 
Tanto el Gobernador del Distrito Federal como el de cada Territorio, se-
rán nombrados y removidos libremente por el presidente de la República.

4a.	 Los Magistrados y los Jueces de Primera Instancia del Distrito Federal y 
los de los Territorios, serán nombrados por el Congreso de la Unión, que 
se erigirá en Colegio Electoral en cada caso. En las faltas temporales o 
absolutas de los Magistrados, se substituirán estos por nombramiento del 
Congreso de la Unión, y en sus recesos, por nombramientos provisiona-
les de la Comisión Permanente. La ley orgánica determinará la manera 
de suplir a los jueces en sus faltas temporales y designará la autoridad 
ante la que se les exigirán las responsabilidades en que incurran, salvo 
lo dispuesto por esta misma Constitución respecto de responsabilidad de 
funcionarios.

A partir del año de 1923, los magistrados y los jueces a que se refiere 
este inciso, sólo podrán ser removidos de sus cargos, si observan mala con-
ducta y previo el juicio de responsabilidad respectivo, a menos que sean 
promovidos a empleo de grado superior. A partir de la misma fecha, la re-
muneración que dichos funcionarios perciban por sus servicios, no podrá 
ser disminuida durante su encargo.

5a.	 El Ministerio Público en el Distrito Federal y en los Territorios estará a 
cargo de un Procurador General, que residirá en la ciudad de México, y 
del número de agentes que determine la ley, dependiendo dicho funcio-
nario directamente del presidente de la República, quien lo nombrará y 
removerá libremente.

Por su parte, la Ley de Organización del Distrito y Territorios Fe- 
derales de abril de 1917 detalló los alcances del gobierno del Distrito Fede-
ral, el cual estaría a cargo de un gobernador, que dependería directamen-
te del presidente de la República, quien no sólo lo nombraba, sino que in-
cluso podía removerlo; además de acordar directamente con él (artículos 
1o. y 2o.).
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Once años depués, con la expedición de la Ley Orgánica del Distrito y 
de los Territorios Federales, aprobada el 31 de diciembre de 1928, se creó 
el Departamento del Distrito Federal,15 un departamento administrativo a 
cargo del presidente de la República, quien ejercía su autoridad por medio 
del jefe del Departamento del Distrito Federal, los delegados y subdelega-
dos. Dicho Departamento se dividía en un Departamento Central y trece 
delegaciones, a saber: Guadalupe Hidalgo, Azcapotzalco, Ixtacalco, Gene-
ral Anaya, Coyoacán, San Ángel, La Magdalena —Contreras—, Cuajimal-
pa, Tlalpan, Ixtapalapa, Xochimilco, Milpa Alta y Tláhuac (artículos 2o., 
3o. y 4o.).

Conviene destacar, para los fines de este trabajo, la redacción que utili-
za la Ley Orgánica del Distrito Federal, Reglamentaria de la Base Primera, 
Fracción VI, del Artículo 73 Constitucional, del 31 de diciembre de 1941, al 
establecer en su artículo 2o. que: “La función legislativa del Distrito Federal 
estará a cargo del Congreso de la Unión, en los términos de la fracción IV 
del artículo 73 constitucional”.

Más o menos en términos anteriores, la Ley Orgánica del Distrito Fe-
deral, Reglamentaria de la Base 1a., Fracción VI, del Artículo 73 de la 
Constitución, del 29 de diciembre de 1970, estableció en su artículo 4o. lo 
siguiente: “conforme a lo dispuesto en el artículo 73 fracción por VI de la 
Constitución, corresponde al Congreso de la Unión la facultad de legislar 
para el Distrito Federal”. Por su parte, la Ley Orgánica del Departamento 
del Distrito Federal, del 29 de diciembre de 1978, en su artículo 5o. señaló 
que “corresponde al Congreso de la Unión la facultad de legislar en todo lo 
relativo al Distrito Federal conforme a lo dispuesto en el artículo 73, frac-
ción VI, de la Constitución”.

Como puede advertirse, durante las primeras siete décadas del siglo pa-
sado el Distrito Federal pasó de ser sólo una circunscripción territorial, que 
en los Estados federales se constituye como la sede o lugar de residencia de 
los poderes u órganos del gobierno para convertirse en la Ciudad de Méxi-
co y en la sede de los poderes de la Unión y capital de los Estados Unidos 
Mexicanos. El Distrito Federal es una entidad federativa con personalidad 
jurídica y patrimonio propios, con plena capacidad para adquirir y poseer 
toda clase de bienes que le sean necesarios para la prestación de los servicios 
públicos a su cargo y, en general, para el desarrollo de sus propias activi-

15		  El impacto político y social que trajo consigo la creación del Departamento del Dis-
trito Federal puede verse en Miranda Pacheco, Sergio, La creación del Departamento del Distri-
to Federal. Urbanización, política y cambio institucional 1920-1934, México, UNAM, Instituto de 
Investigaciones Históricas, 2008.
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dades y funciones. Tal como lo describía su Estatuto de Gobierno (artículo 
2o.). A partir de 1987 empezaría su trasformación.

II. La creación de la Asamblea de Representantes 
y su conversión en Asamblea Legislativa

Como consecuencia de que el Distrito Federal se constituyera en la sede de 
los poderes federales, la función legislativa, como hemos advertido, recayó 
en el Congreso Federal, y en gran medida también la función de represen-
tación. La situación antes descrita empezó a cambiar en la década de los 
ochenta, en la que se iniciaría una etapa de pluralidad política y de apertura 
del sistema16 para aprobar reformas que cambiarían no sólo la fisonomía de 
la capital, sino también la de sus órganos políticos y representativos, como 
veremos brevemente a continuación.

El 10 de agosto de 1987 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 
decreto por el que reformaban los artículos 73, fracción VI; 79, fracción V; 
89, fracciones II y XVII, 110, primer párrafo, 111, primer párrafo, y 127, y 
se derogaba la fracción VI del artículo 74 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.

Por virtud de estas reformas constitucionales, se estableció en la frac-
ción VI del artículo 73, que el Congreso de la Unión tenía facultades para 
legislar en todo lo relativo al Distrito Federal, sometiéndose a seis bases, que 
abordaremos en el capítulo siguiente.

Lo importante de la anterior reforma constitucional que analizaremos 
más adelante, fue que el Constituyente Permanente creó por primera vez 
“un órgano de representación ciudadana” para el Distrito Federal denomi-
nado Asamblea de Representantes. Desde entonces, y durante nueve años, 
de 1988 a 1997, las facultades legislativas descansarían en estos dos órga-
nos: la Cámara de Diputados Federal, por un lado, y la Asamblea, por el 
otro, atendiendo a una división competencial de acuerdo con las materias. 
Dicha reforma constitucional legisló muchos de los aspectos de integración 
y competencias de la Asamblea; es decir, se utilizó la norma fundamental 
como una norma reglamentaria, excediendo la razón de ser de una Cons-
titución.

16		  Bátiz, Bernardo, “Democracia para el Distrito Federal”, Ideas Políticas. Revista de Aná-
lisis y Debate, año 2, marzo de 1993, núm. 4, pp. 206-213. Citamos este artículo, pero este 
número de la revista contiene un amplio apartado sobre la reforma política en el Distrito 
Federal, que incluye artículos muy interesantes y posicionamientos de los partidos políticos 
sobre dicha reforma.
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En 1993, bajo la presidencia de Carlos Salinas de Gortari, se presen-
tó, nuevamente, una reforma constitucional que modificó la fisonomía del 
Distrito Federal. Nos referimos a la reforma del 25 de octubre de ese año, 
mediante la cual se reformaron los artículos 31, 44, 73, 74, 79, 89, 104, 105, 
107, 122, así como la denominación del título quinto, la adición de una 
fracción IX al artículo 76, y un primer párrafo al artículo 119; también se 
derogó la fracción XVII del artículo 89 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.17

Mediante este grupo de reformas, que implicaron diversas materias, se 
facultó al Congreso de la Unión para expedir el Estatuto de Gobierno del 
Distrito Federal, haciéndose una reserva en favor de las competencias de la 
Asamblea de Representantes, y se atribuyó al Senado de la República la fa-
cultad exclusiva para nombrar y remover al jefe del Distrito Federal. Ese fue 
el momento en el que el Distrito Federal contó con un instrumento parecido 
a una Constitución política; es lo que podríamos denominar un antecedente 
de la actual Constitución de la Ciudad de México.

No sería la Asamblea de Representantes el único órgano de represen-
tación que se crearía exprofeso para el Distrito Federal, porque en 1996, y 
en el marco de la reforma política que se aprobó durante el gobierno del 
presidente Ernesto Zedillo, se cambió el nombre de este órgano de repre-
sentación para, en los sucesivo, denominarla Asamblea Legislativa del Dis-
trito Federal.

Más adelante veremos la integración y funciones de esta Asamblea Le-
gislativa. Baste señalar aquí que contaría con más facultades legislativas, de 
ahí su nombre. Sobre las materias competencia del entonces Distrito Fede-
ral; a sus integrantes ya no se les llamará “representantes”, sino “diputa-
dos”; de esta manera, se constituyó el antecedente de los actuales diputados 
locales. Esta Asamblea Legislativa desarrollaría sus funciones a lo largo de 
siete legislaturas, de 1997 a 2018.

Dos sucesos se presentarán también durante esa evolución permanente 
del Distrito Federal; el primero, en 1996, cuando se reformó la Constitución 
para reconocer la elección ciudadana; esto es, mediante voto secreto, libre y 
directo del jefe de Gobierno, y a partir del año 2000, también serían electos 
los jefes delegacionales, además de establecerse los Consejos Ciudadanos. 
En 2014, el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal sufrió una reforma de 
amplio calado en materia político-electoral.

17		  Moreno Uriegas, María de los Ángeles, “Reforma jurídico-política del Distrito Fede-
ral”, Tribunal Superior de la Ciudad de México, año 1, núm. 2, 2016, pp. 10-19.
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III. Creación del Congreso 
de la Ciudad de México

Otro momento de especial relevancia para la trasformación del Distrito Fe-
deral en la Ciudad de México se experimentará en el marco del conocido 
Pacto por México. En diciembre de 2012, ese amplio acuerdo político, eco-
nómico y social que promovió el presidente Enrique Peña Nieto para impul-
sar el crecimiento, construir una sociedad de derechos, eliminar prácticas 
clientelares y disminuir la desigualdad y la pobreza, en cuyos compromisos 
sobre la gobernabilidad democrática se proponía impulsar una reforma al 
Distrito Federal, dotarlo de una Constitución propia, revisar las facultades 
de su jefe de Gobierno y de la Asamblea Legislativa, así como para definir su 
nombre oficial.

Dicho objetivo se cumplió el 17 de septiembre de 2018 con la entrada 
en vigor de la Constitución de la Ciudad de México,18 en cuyo articulado 
se contempla un título destinado a la función legislativa, en el que se anota 
que el Poder Legislativo se deposita en el Congreso de la Ciudad de Mé-
xico. Dicha Constitución, en tres preceptos, un muy largo artículo 29 con 
4 incisos; un artículo 30, que en siete párrafos señala el procedimiento de 
creación legislativa, y un artículo 31, que regula la Comisión Permanente, 
diseña lo que podríamos denominar la esencia del Congreso capitalino, que 
abordaremos en el capítulo tercero de este libro.

Los requisitos e incompatibilidades para ser diputado son: a) tener la 
ciudadanía mexicana en el ejercicio de sus derechos; b) tener dieciocho años 
cumplidos el día de la elección; c) ser originario o contar con al menos dos 
años de vecindad efectiva en la ciudad, anteriores al día de la elección. La 
residencia no se interrumpe por haber ocupado cargos públicos fuera de 
la entidad; d) no estar en servicio activo en el ejército federal ni tener man-
do en la policía de la Ciudad de México cuando menos antes del inicio del 
proceso electoral local correspondiente; e) no ser titular de alguna secretaría 
o subsecretaría de Estado, de la Fiscalía General de la República, ni minis-
tra o ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o integrante del 
Consejo de la Judicatura Federal, a menos que se haya separado definitiva-
mente de sus funciones al menos 120 días antes de la jornada electoral local 
correspondiente, o dos años antes, en el caso de los ministros y las ministras 
e integrantes del Consejo de Judicatura Federal; f) no ser magistrada ni 

18		  Cárdenas Gracia, Jaime, La Constitución de la Ciudad de México. Análisis crítico, México, 
UNAM-Senado de la República, LXIII Legislatura, 2017.
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magistrado de circuito o juez de distrito en la Ciudad de México, a menos 
que se haya separado definitivamente de sus funciones antes del inicio del 
proceso electoral local correspondiente; g) no ser magistrada ni magistra-
do del Poder Judicial, del Tribunal de Justicia Administrativa, consejera o 
consejero de la Judicatura de la Ciudad de México, a menos que se haya 
separado definitivamente de sus funciones antes del inicio del proceso elec-
toral local correspondiente; h) no ser jefa o jefe de Gobierno de la Ciudad 
de México ni titular de una alcaldía, dependencia, unidad administrativa, 
órgano desconcentrado, organismo autónomo o entidad paraestatal de la 
administración pública o de la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de 
México, a menos que se haya separado de sus funciones 120 días antes de la 
jornada electoral local correspondiente; i) no ser ministro de culto religio-
so, a menos que hubiera dejado de serlo con cinco años de anticipación y 
en la forma que establezca la ley, y j) no haber sido consejera ni consejero, 
magistrada o magistrado electoral, a menos que haya concluido su encar-
go o se haya separado de él tres años antes del inicio del proceso electoral 
local.

Ese mismo 17 de septiembre de 2018 entró en funciones el primer 
Congreso de la Ciudad de México con facultades similares a las atribui-
bles a un congreso estadual y sustituyendo, de una vez y para siempre, a la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal.




